
Notas sobre el Derecho de Petición 

Por Raul MORODO 

1.-lntroducción. 

La Ley de 22 de diciembre de 1960, aprobada por las Cortes Espa­
ñolas, cuyo texto fué publicado en el Boletín Oficial del Estado del día 23, 
regula el ejercicio del derecho de petición. Se trata de la primera ley que 
desarrolla y amplía un principio constitucional, que afecta a las libertades 
púb}j~~s_.9 c:I.t:!f~~QQ$. _políticos '.'clásicos" 1

• En efecto, en el amculo 2I del 
Fuero de los Españoles se reconoce, explícitamente, el derecho de petición 
al afirmar que: "los españoles podrán dirigir individualmente peticiones 
al Jefe del Estado, a las Cortes y a las Autoridades". Como garantía, e,n 
general, de todos los derechos expresados en esta Ley Fundamental, el 
artículo 34 del mismo Fuero, dice: "Las Cortes votarán las leyes nece­
sarias para el ejercicio de los derechos reconocidos en este Fuero". El de­
recho de petición, por otra parte, venía regulado -directa o indirecta­
mente- en otras disposiciones legales, desde perspectivas jurídicas dis­
tintas. Así, desde el plano jurídico-penal 2 y administrativo 3. 

1 Existe, naturalmente, en el sistema de 
legalidad vigente, cierta regularización de 
los derechos políticos "clásicos" programa­
tizados en el sistema de "Leyes Fundamen­
tales". Algunos de ellos, sin embargo, si­
guen regulados por disposiciones de etapas 
legales anteriores (Ley de 15 de junio de 
1880: Derecho de reunión, con modifica­
ciones posteriores); otros, tienen una regu­
larización anterior al mcimiento de las Le­
yes Fundamentales y son expresión del mo­
mento de guerra: Ley de 22 de abril de 
1938: Ley de Prensa, etc. No hay, por tan­
to, un desarrollo sistemático -en el orden 
de los derechos individuales- de las nor­
más programáticas. Es, en este sentido, en 
el que afirmamos que esta Ley. que regula 
el ejercicio del derecho de petición. inicia 
un desarrollo constitucional.-Por lo que 
respecta a los derechos sociales. hay, sin 
embargo, un mayor desarrollo: así, por 
ejemplo, la Ley de 16 de diciembre de 1954, 

sobre Expropiación forzosa, y que tiene su 
base constitucional en los artículos 30 y 32 
del Fuero de los Españoles, y en la Decla­
ración XII-1 del Fuero dd Trabajo, tam­
bién de rango constitucional. Cf. GARCÍA 
DE ENTERRIA: Los principios de la nueva 
Ley de Expropiación forzosa, Instituto de 
Estudios Políticos, Madrid, 1956, en espe­
cial, pp. 22 y SS. 

2 El Código Penal de 1944, dedica tres 
artículos a regular las extralimitaciones le­
gales en el ejercicio ilícito del derecho de 
petición: son los artículos 152, 153 y 154. 

a Desde el punto de vista ac!l!!Lni.s.tratiyo, 
&l.~o-ei-e·· ñelídóñ"-·se· "f~_a.mpJ.i¡i­
mente, en ifos - Léyes:···eii"ta L~de R~i­

-mcri-Judclicó de Ad11,ihísiriicióñ del "Estado, 
f!é. 26"ae" julio "de 1957_ en su artículo 39: 
y en la Ley de Procedimiento Adiñiñislf.'f­
tmr,1té"'T'i aé-¡üfüi"de 1958; en si.is" iirtícu­
toi' 70 y 94. 
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Que sea la primera Ley que regula un principio constitucional, por 
lo que se refiere a los derechos fundamentales clásicos, y con un contenido 
específicamente individual, parece indicar que este derecho es entendido 
-tanto por los órganos legislativos, como por los administrativos- como 
un derecho cuya regulación es muy necesaria para la sociedad española 
actual. Esta hipótesis parece desprenderse de lo siguiente: que otros 
derechos y libertades todavía no han sido suficientemente regulados y, 
por otra parte, que la preeminencia de este derecho ha sido destacado 
tanto en los dictámenes y discusiones al proyecto \ como por LóPEZ RODÓ, 
en su defensa ante las Cortes 5

• 

En este sentido, puede ser útil, desde el punto de vista constituciona­
lista, señalar los principios y caracerísticas generales de dicha Ley 92/60 
y, al mismo tiempo, su conexión histórica. Utilidad doctrinal que puede 
apoyarse en dos razones: (a) Servir de un dato más para una configura­
ción más amplia del sistema constitucional español vigente y su diferen­
ciación, si la hubiere, con otros períodos constitucionales; y (b) al mismo 
tiempo, plantear ciertos problemas que, desde la perspectiva constitucio­
nalista, tienden a soslayarse. Como hemos indicado en otro trabajo 6 se 
ha producido. una _evasión muy_ notonaal)or .Iofruw]!WcTs1asaTostemas 
propiáiñ.ente constitucionales. Evasión que, tal vez, ~e deba a cierta am­
~guédad. ae··¡¡¡ própi~ Tég~lidad, que dificulta un~~~te!!.1~tizac1~n cofie­
rente 1

• Sm embargo, esta:ñ1pótesis tendrá valor científico en Ta meoictaen 
quesea verificada y no por medio de evasiones "a priori": un análisis 
de las instituciones jurídico-políticas, unido a un contexto histórico-doc­
trinal, puede coadyuvar a clarificar la legalidad constitucional vigente. 
Las críticas y evolución del proceso doctrinal de los iuspublicistas españo­
les contemporáneos --como han hecho los profesores OLLERO, LUCAS 
VERDÚ y ELÍAS DE TEJADA 8

- confirman esta ausencia de sistematización 
jurídica. En el~ereij}_Q_Público .. ~~año] actual, en términos ~nerales, 
los administrativistas -~n otro orden de ideas, los internaciomillsi&'I-

• Así, por ejemplo, en la enmienda núme­
ro 2 ,cuyo primer firmante fué el procura­
dor FERNÁNDEZ DAZA, se dice: "Es conve­
niente que la exposición de motivos sea 
más amplia. Se trata de la primera que se 
publica en cumplimiento de lo establecido 
en el articulo 34 del Fuero de los Españo­
les y viene a regular uno de los más prima­
rios, elementales y básicos derechos de todo 
hombre, aunque a veces sea éste de petición 
consecuencia de otros. A nuestro juicio, en 
el preámbulo debería hacerse un esbozo tan­
to de las características como de las especia­
lidades que se adoptan en la presente ley 
para su ejercicio y garantía". Cf. Derecho 
de petición, opúsculo editado por Publica. 
ciones de la Secretaría General Técnica de 
Presidencia de Gobierno, Madrid, 1961, 
p. 41. 

5 LóPEZ RoDó: El derecho de petición. 
Anteceden/es, directrices y discusión en las 
Corles, en "Documentación Administrativa" 
40 (1961), 7-16. 

6 MoRODO: El principio de autonorma­
tlvidad reglamentaria de los Parlamentos en 

el Derecho constitucional, Estudios Jurídi­
cos-Sociales homenaje al Profesor Legaz y 
Lacambra, Universidad de Santiago de 
Compostela. 1960, pp. 891 y ss. 

1 Para algunos autores, sin embargo, la 
falta de coherencia en el estudio del Dere­
cho político se debe exclusivamente a una 
no-clarificación correcta del propio concep­
to y la mezcla de elementos no-jurídicos en 
su estudio. Así, por eejmplo, en GUASP: 
El derecho político como derecho del Go­
bierno, en Estudios homenaje a D. Nicolás 
Pérez Serrano, Ed. Reus, Madrid, 1959, 
t. II, pp. 70-106. 

8 Cf. OLLERO: Die Politische Wissens· 
chaft in Spanien, en el libro Politi5che Fors­
chung, Schriften des Instituts fur Politiscbe 
Wissenschaft, Koln und Opladen, 1960, pp, 
81-102 Y 232-236; LUCAS VERDÚ: Die 
Entwicklung der Staatstheorle in Spanlen 
seil 1945, en "Der Staat", Berlín, 2 (1963). 
227 y SS.: ELÍAS DE Tl!J'ADA: voz "Derecho 
político", en Nueva Enciclopedia Jurídica 
Seix, Barcelona, t. I, pp. 875-905. 
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han logrado un sistema conceptual, metodológic_o_y~~?~tri~~~! -~,UY depu­
_rado. -~ór.:f bTeñ;-esfá 1ecun~~ !alfó~· j!J:n§}~( tí~.!!~.}.l.?~-~ene~ res~~_En_as 
-~~~~~ prev~as:_ la.. clarificq~iqfl;_<;_C>l!§.tftyqj<?,nq[ q~e t!_a ~e_riJíT<2..1Lta constru§ 

ción administrativa. Sea el sistema jurídico que fuere, la Constitución -o, 
eñuñºse'riiiéió .más amplio, el "sistema constitucional"- tiene que tener 
una apoyatura formal y referencial-básica. Referencia básica, que en el 
orden jurídico formal se.rvirá para construir todo el armazón jurídico del 
Estado. Lareducción del Der~cho . .l~.ú.blk.Q.al.J)."recho administrativo pue­
de llevár -ii. º una peligrosa convicción, consciente o. inconsciente~ que el 
:perecho a<ln11ms1ralíYO. pii~aeJXexu ª~peligrosa convicción,-consciente 
o inconsciente : 9.ue el Derecho administrativo es el Derecho de la "neu­
k~hd~ª·~,._@:aere~fiq_''no-i4~(;)J.c:iE;i?¿~do ;;.L·i~~ c.Orisé~iiel.!!~me~!~._yim:ufar Jll 
De!~~r.9lítico_Ia carga id~otó.g_ica. Ni el Derecho político ni el Derecho 
admm1strativo son "neutrales": expresan, en distintos campos, la forma­
lización sistemática de una ideología, y todas las ramas jurídicas de una 
legalidad responden a unos mismos esquemas ideológicos 9

• 

Hay otro problema que, históricamente, se produce en la doctrina ius­
publicista española. Nos referirgos a la utilización de un principio, no 
científico, pero políticamente operativo o que quiere tener operatividad: 
nos referimos al principio táctico de confusión de planos. Que el Derecho 
sea la expresión institucionalizada y formalizada de un sistema de valores, 
ideas y creencias (ide,ología, concepción del mundo) no es, científicamente, 
incorrecto: una teoría general y neutral del Derecho y del Estado tiende 
a perder sentido 10

• Lo que no es científico es aplicar conceptos e institucio­
nes jurídicas de un sistema de legalidad a otro sistema de legalidad que no 
coincide ideológicamente. Surge así la incoherencia jurídica que el jurista, 
por lo menos, debe denunciar. El principio de "coherencia jurídica" puede, 
en principio, ser enunciado así: que cada legalidad tiene sus conceptuali­
zaciones propias y responde a un sistema ideológico más o menos defini­
do. Si este principio no es respetado surge la confusión, la ambigüedad 
y el "desorden" jurídico. La coherencia jurídica no es tanto un apriorismo 
formal, como un resultado en el que intervienen factores -precisamente 
previos- no-jurídicos: sociales, culturales, económicos. Así, por ejemplo, 
desde la perspectiva constitucionalista, se habla de Constituciones "semán­
ticas" cuando se aplica a gran parte del constitucionalismo latinoameri­
cano 11

• 

En el Derecho público español, el principio de "coherencia jurídica" 

9 Una visión crítica de las conexiones en­
tre "orden polltico" y "metafísica", en el 
proceso de la Edad Moderna hasta la si­
tuación actual, puede verse en el excelente 
artículo de FUEYO: Orden político y norma 
constitucional, en Revista de Estudios Po­
llticos 110 (1960), 51-86. También cf. FRIE­
DRICHH Filosofía política, ideológica e im­
posibilidad, en Revista de Estudios Políticos 
105 (1959), 183-204; y nuestro trabajo: 
Constitución, legalidad, legitimidad, en Bo­
letín Informativo del Seminario de Derecho 
Polltico Princeton, 26 (1962), 55-67. 

10 La' concepción jurídico-política que lle­
vó ,en el siglo XIX, a querer instaurar u~ 

orden político permanente -Teoría General 
del Estado y del Derecho- ha perdido sen­
tido con la evolución real de la relativiza­
ción de los principios políticos y la adecua­
ción entre ideología y sistema político-jurídi­
co. En este sentido, OLLERO: La relativiza­
ción de los principios políticos, en su libro 
Estudios de Ciencia Política, Editora Nacio­
nal, Madrid, 1955; también, LUCAS Vl!RDÚ: 
voz "Estado" en la Nueva Enciclopedia 
Jurídica Seix, Barcelona, 1956. 

11 LOEWENSTEIN: Po/iticr,/ Power and the 
governmental process. The University of 
Chicago Press, 111. 
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ha sido, algunas veces, no respetado. Un ejemplo notorio, ya clásico, lo 
constituyó la legalidad liberal de las Cortes de Cádiz. Los teóricos de la 
legalidad liberal -sobre todo ARGÜELLES y M. MARINA 12

- intentaron 
construir una legalidad liberal con una apariencia de continuismo de la vie­
ja legalidad castellano-aragonesa. El principio de. confusión de planos ju­
rídicos operaba aquí con una clara significación política: el miedo a la in­
novación. Otro ejemplo lo ofrecen ciertos comentaristas de la vigente. le­
galidad. La teoría de las Cortes e, incluso, de las propias libertades pú­
blicas tienen el mismo fundamento, con sentido inverso, con que operaban 
los doceañistas; acudir a la tradición histórica, como fuente de legitima­
ción del poder político 13

• 

En este sentido, la captación de la naturaleza del derecho de, petición, 
y sus conexiones históricas, en cuanto a derecho fundamental, tal vez nos 
permita coadyuvar a la clarificación de algunas de estas cuestiones que 
hemos planteado. 

2.-Naturaleza del derecho de petición: su regularización en el ((antiguo 
régimen». 

En_t_?da la literatuEt_ ius ]!,!_~lj_cJ.s~ª- .s\! i;<rnsid.c.ra ~Qá_1ü91erne~..,alp~­
cho?e elic~coiño un ' e ho olítico", o, lo que es lo mismo, como 
la expresión de un derecho fundamental y público de los ciudadanos 1'. La 
~elimi tación C(2_QC.IW1~ª-Lck.. SQ_ .g.ª-~llI,alm jurídica.. verultá ..dada~ históuca - . 
~ente y en b~~e a disti!!!_o_s¿}.~te.m.;~-~:EJ.<?.$alid~d. En principio, este de­
recño se basa siempre en una reTac10n entre súbdito-poder ejecutivo -más 
adelante entre ciudadano-Administración-, en la medida en que esta re­
lación, por causas objetivas o subjetivas, no permitan una relación jurídi­
co-contenciosa . .&L.f¡.uidamento, que explica su naturaleza, parece que es 
siempre éste: ~~..Qi9.f: ... ªJQ.Lórganos..pJ.1bli~<?)i.. ... ~~-~-·ac.ori:.s.. . .Que 
e~~s-~~1_,gue a<;to_pt~p-ci erta.~ .. ~.~~1:l.~~i-9.Q.~~"..QOSitivas,-Éf!f.!.J!.n!~~a, 

12 MARAVALL: Introducción al Discurso 
sobre el origen de la Monarquía de Martf­
nez Marina, IEP, Madrid, 1957; TIERNO 
GALVÁN: Tradición y Modernismo, Ed. 
Tecnos, Madrid, 1962; y MoRODO: La re­
forma constitucional en Jovellanos v M. 
Marina. en "Boletín Informativo del Semi­
nario de Derecho Político", Salamanca, 29-
30 (1963), 79-94. 

13 "Si este defecto se advierte por desgra· 
da en muchas de las investigaciones histó­
rico-jurídicas, en el tema que aquí nos ocu­
pa se ha complicado más por la aparición 
de los prejuicios políticos. Desde las Cortes 
de Cadiz hasta nuestros días una obsesión 
maníaca ha presidido casi todo cuanto se 
ha escrito sobre las Cortes en el sentido de 
quererlas vincular en su interpretación his­
tórica a tal o cual postura política", cf. 
PÉREZ PRENDES: Cortes de Castilla V Cor­
tes de Cádiz, en "Revista de Estudios Po­
líticos" 126 ( 1962), 321-431. - Sobre la in­
terpretación de las actuales Cortes Españo­
las, cf. FRAGA IRIBARNE: El Reglamento de 

las Cortes Españolas, SIPS, Madrid, 1959. 
11 La literatura iuspublicista sobre el de­

recho de petición no es muy extensa. Cf., en 
concreto, RIDDER: Petitionsrecht, en "Staats 
Lexicon", Sechster Band, 1961, ce. 229-234; 
RICHARD: Le droit de pétition; une insti· 
tution transposée du milieu national dans le 
milieu international. París, 1932; MoREAU; 
Un inconnu; le droit de pétition sous la 
IV Re publique, París, 1958; BRUGl!L: Das 
Recht des Petition an eine interna/. lns­
tanz .. en "Die Friedenswaste", Zurich, 51 
(1952), 217; SMELLIE: Petition o/ Rights, 
en "Encyc., of Social Sciences", vol. 11-12, 
PP. 99-11 O ; Lo VERDE : L' evoluzione del 
diritto di petizione, en "Rivista di Diritto 
pubblico" I (1938), 773 y SS.; SPAGNA 
Musso: Notte sul diritto di petizioni, en 
"Rassegna di Diritto pubblico" I (1957), 
94 Y ss., y voz "Derecho de petición", por 
GONZALO DEL CASTILLO ALONSO, en Enci­
clopedia Jurídica Española, Barcelona, t. 
XI, pp. 83-89. 
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es una queja o soU~.!.fud fl:!LF.iE!Í!!!Íf!/!Q.2§.@f!!Jp, dirigida alr-poder político, 
sobre asunto_s_ p_t_e__ aJectan _a intereses_ jndividuqj§s q colectzvos. 
~ derecho de petición, así entendido, con estas características, se con­
figura en distintas legalidades : is~ ~~- _co11sta1!!~ ~~stórj~~~urf<!? y, __ ,W 
muchos casos, tiene una regularización forrilahzaaa. '"El anatísis histórico 
nos permitlrá"'adeh1fafü6s -eñsuifütii.raieza')f'~Hlas diferencias y constan­
tes de la misma. N,2_.sóJQJ!~_Jei_a_l~~ª-~:s p_r~_-_li~_eral~~· anteriores ~ l~ Re­
volución francesa, sino tamb1en el consfituc1ona1ísmo liberalL soc1ahsta y 

tf~~!~~v~1~~~;~fte~~~~~m~~c~fodh§t~~~-~:~ 
mos, y como se practica en las legalidades democráticas, caitr~~~!!lQ!~~~o­
~minist~2_~}2!1.d}<?. _!!.~_1:!!1~'! •.• co~!~!_!.t~.h~,!2.f_ic~a, ... W~~J!ll.U.~]al!Í.8~ hJs~ó­
w_:Durante mucho tiempo, los cmclaaanos no teman tal "status" 11md1co 
-es decir, la ciudadanía como expresión de una personalidad con unos 
derechos naturales y políticos reconocidos y garantizados- ni lo que se 
denomina hoy "Administración Pública" se regía por el "principio de le­
galidad y autolimitación jurídica". En otras palabras, ha habido épocas 
históricas en que el principio de "rule of law" o de "Estado de Dere­
cho" 15

, no funcionaba y, por el contrario, la discrecionalidad u oportuni­
dad tenía más vigencia. En términos generales, a esta situación global 
histórica, con imprecisión, se le suele denominar "antiguo régimen" por 
oposición al sistema de legalidad que se establece con la Revolución fran­
cesa. 

¿Qué significación tiene, en este contexto, el derecho de petición? Es 
decir, ¿Cual"esTa--ñ:aiuraleza y función del derecho de petición dentro de 
la legalidad "antiguo régimen"? Evidentemente, la legalidad "anti~o ré­
gimen es una legalidad no-forJl!alÍzaaa :-·1a-sTstéñiatizacióii ·y ·regliuñeñía­
cü5n JUndicas ae··ra vícI;Csoci:il -s;-apoya no en el individuo, sino en el 
grupo (feudalismo-estamentalismo) y en el poder carismático (no autolimi­
tación jurídica). En este orden de ideas, el derecho de petición surge como 
un impulso socíal por la inexistencia, precisamente, de una fonnali 1 n 
~_!"~g~lac1óhj~1Q_ 1cas .. _ n ~ ec oL,s_a • ~"'--JlQS1-~!ÍQri._(W~~is.!~.!!lª 
ffelegií'ficra,ren donde i:.xista una r3!!~~':1.!.ª~~~ jurí<!ico-contenciosa muy 
desarrollaaa; legahdaOen oonoei11a el prmc1p10 de responsabilidad de. la 
Actmm1stración y la existencia de una super-ley fundamental~! derecho 
<k petición -como e-xpresión de algo discrecional, vinculado a lo gra­
ciable y político que tiene el poder- tienda a perder sentido. El sistema 
de recursos aparece como algo más operativo y correcto. El derecho de 
12xticjóo 7rn el 1íoim derecbQ..m:>JlLim..wi~J:!ada .la..!@.S!~ª- existeñte, 
podna debilmeQtjLform1:11!zar.~e : coincidía con las caracte.rísticas Feuaa'les 
o absolutistas: formalizar ·ro· graciable; un derecho en que, ni siquiera la 

15 Sobre el "Estado de Derecho", su 
conceptualización doctrinal, sus característi­
cas y evolución, cf. L!!GAZ LACAMBRA : El 
Estado de Derecho, "Revista de Adminis­
tración Pública", Madrid, 6 (1951) 13-34; 
LUCAS VERDÚ: Estado liberal de Derecho 
y Estado social de Derecho, Salamanca, 
1955; ELfAs DfAz: Teoría general del Es­
tado de Derecho, en "Revista de Estudios 

Políticos", 131 (1963), 21-49; MORODO: 
Constitución, legalidad, legitimidad, art. cit. 
Sobre la formación del concepto de Estado, 
por la doctrina alemana, cf. una excelente 
nota de DORADO MONTERO en el libro de 
GLUMPLOWICZ: Derecho Político Filosófico, 
Madrid, La España Moderna, sd., pp. 259-
262. 
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respuesta, estaba garantizada y del que incluso se podían derivar conse­
cuencias penales al peticionario. 

De esta forma, el paternalismo feudal y el absolutismo mon.~rg.,u~o. 
vinculados a una legitimación político no-racional, sino carismática.~ 
gía jurídica y socialmente este derecho. La coherencia de la legalidad pre-
TibefaTexigfa la 'ai.isencía -efe las libertades individuales y de un sistema de 
recurso, en cuanto autolimitación del poder. Era, por tanto, un freno muy 
débil, al poder absoluto o semi-absoluto, y ejercitar este derecho, no en 
base de un principio jurídico que exige su cumplimiento, sino un derecho 
basado en un carácter de, favor o gracia. A posteriori, también, este punto 
de vista se confirma en el desarrollo de la legalidad liberal : cuando las 
liberta~ . .l'~~icas ~-e rec,()noce!!, . <;:_~n- -~!ectivid~.Jur(dica, a partir de las 
Oeclarac1ones cleDerecllos y en los. textos constitucionales, el derecho oe 
p~Ciórl·o-Ji~rdC-señdao·o se red~_ce ~-llh~_(tipéifüi :má~:FAfi.Ei{~te-::Qti 
''parfameñta.r1~ón -Ja~ peticiones a las Cámaras-. La relación exis­
tente en él período pre-liberal (súbdito-poder ejécutivo ), tiende a trasla­
darse a una relación formalizada, jurídica, entre ciudadano-Parlamento. 
En cada Parlamento existirá una Comisión de Peticiones. 

Hay dos notas que, a nuestro juicio, podrían ser las notas-típicas del 
dereCño de peuciOn en esta legalidad pre-liberal. A saber :~_~l derecho 
de petición como "derecho-oposición", y no como "derecho-participa­
cioñ » ; ~~! -~ri-_cl~jjc~<\ ~-n~ sús princi_pios, estamental y ~o~ yi~~!J!ll!!!e. 

a) Escomúnmente aceptado que, en sentido estricto, el principio de 
limitación efectiva de los gobernantes -garantía de las libertades públi­
cas- no surge hasta la formalización del iusnaturalismo revolucionario. 
Como ha sostenido DuvERGER, las libertades públicas son la expresión ra­
cionalizada de la oposición a las monarquías absolutas y, como tal, se des­
arrollan en el siglo XIX. Antes, existen sólo unas tímidas teorías, vincula­
das a la "resistencia a la opresión", y a otros conceptos defendidos desde 
esquemas ético-teológicos 16

• Ahora bien, en un sentido más amplio, pode­
mos aceptar que ~~l derecho de ..petición. sµrge como un intento de frenar 
la[ ar_bitrariedades del pod~r.ejecuti_yo, _e~_l!rnado en un rey absoluto y, 
anteriormente, en un sistema de f~.Y®!i~a~ióP .Pªt~.r.:n_ali~ta. En una legali­
dad absoluta o 'feuciaf,' "cloñde- nó ex'isten garantías jurídicas formalizadas. 
las peticiones constituyen una de las defensas -naturalmente, débiles­
frente al poder, para denunciar abusos. HAURIOU, en efecto, vió claro este 
sentido al afirmar: 

"Se trata (el derecho de petición) de un antiguo derecho que existía ya, 
en forma de placet, bajo las monarquías más absolutas y bajo las tiranías 
de tipo asiático. Proviene de la admisión de que es objeto un hombre para 
hablar a otro hombre, por encumbrado que éste se encuentre, mientras no 
se exceda el tono de súplica para adoptar el de reclamación contenciosa. 
~s decir, que en vez de exigirse un derecho, se pide un favor o una gracJ!_l. Xi ptli_g§.n_ pertenece ª ll! Cª-t~Qrja_ del _favor, de las medidas benévolas y 
_e eode.r 9.i~~recwar.: 17• - --- -- -------- ---··-· 

16 DUVERGER: Droit conslilutionnel el ins­
titutlons politlques, París, 1958, pp. 198 
y ss. 

17 HAURiou: Principios de Derecho pú­
blico y constitucional, trad. y prólogo de 
Rmz DEL CASTILLO, sd., Madrid, p. 132. 
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HAURIOU, en este sentido, niega implícitamente casi el carácter jurídico 
del derecho de petición, y lo cualifica dentro de "las medidas de favor o 
graciables". En esta dir~cción doctrinal, el tratadista francés ~RRE coin­
cide al afirmar que: "Le droit pour chaque citoyen d'exposer auxrépre­
sentanst du pays, par voie de pétition, les erreurs ou les abus du Pouvoir 
executif a constitué longtemps un privilege assez precieux pour qu'on ju­
geat necessaire, aux heures de mure, ae1e-surve1Tieret de l'amoindrir. 

_Qans_notte.-vie "moaerné.~iúiTu~llfil.~~ multir>!ifité des journeaux, la 
r~.Qi$il~~--c:l~~ _ ~9y_1ms J:I,~ C9!DI!!Y,n_i_~l!t_i~n _o,nt_ di~i_!.1.1}_~. la_ valel!_r g~- .~e_t_ ~l!~ 
tique instrument des libertés publiques" 18

• 

·-·· Para ófros.áutores, sin embargo; ·a·e una forma explícita, consideran el 
d~recho de. petición como _u~, ~de_re7h.9~pafticif~ción". P~ra -~-~~~!TT, por 
eJemplo, ci_E.erecp.~_ di? pe9qp_1!_J:,_ t!J_er~1J~ _el ~111_?~'"1~.n.~--~'.P!lliS'J.>ll)EO" en 
la vida del Estado; tiene, a su juicio, una fundamentación no-individua­
lista, sino igualitaria, democrática 19

• Estas distinciones jurídicas pueden ser 
válidas y aceptarse, aunque con reservas, en una legalidad liberal, pero es 
obvio que estos supuestos -igualdad y democracia- es muy difícil afir­
mar su existe.ncia en el feudalismo estamental o en las monarquías absolu­
tas. La misma crítica puede hacerse a DUGUIT cuando define el derecho 
de petición como una. "forma_ de libertad- de·-opinión": es un plantea­
miento, en ambos casos, hecho desd"e" iiria"cºoñéieta legalidad -la legalidad 
liberal- pero sin vigencia en este período que analizamos 20

• 

En la doctrina española actual, LóPEZ Rooó plantea la cuestión desde 
una perspectiva límite: no sólo se acepta, que sea un derecho de partici­
pación, sino que hay <;_o}uu~i~n_s9.~~SÍ!Jijn,stityciliJJlitiiliwG~.liij!!"illitiva 
!~z:?!at1wC'EñeFedo~ aice así: "El derecho de petición tiene no sólo por 
objeto alcanzar de los Poderes Públicos la reparación de. un agravio o la 
corrección de abusos, sino también el promover de abajo arriba la reali­
zación de concretas manifestaciones del bien común"... "El derecho de 
petición es un modo de participación social en el quehacer político; es, en 
frase de un famoso y conocido tratadista, una forma de democracia di­
recta" 21

• 

El derecho de petición como "derecho-oposición", especialmente en 
esta época pre-liberal, a nuestro juicio, creemos que es manifiestamente 
claro en las peticiones que los procuradores dirigían en nuestras antiguas 
Cortes al Rey. PÉREZ PRENDES, en un excelente artículo, ha coadyuvado, 
desde una crítica moderna, a "desmitificar" la realidad jurídica histórica, 
tanto en lo que se refiere a las antiguas Cortes como a la teoría de las li­
bertades públicas. Dice así: "La misión de las Cortes no es otra, pues, 
que la de prestar publicidad y conocimiento por parte de los súbditos, a 
las leyes promulgadas por el rey en ellas, no con ellas. Entiéndase que ese 
con ellas, que subrayamos, no quiere decir que las Cortes no aconsejasen 
al rey en esa materia ... Sólo queremos decir que el monarca no comparte 

1s PIERRE: Traité de Droit politique, elec­
to/al el parlémentaire, París, 1919, pp. 658 
Y SS. 

19 ScHMIIT: Teoría de la Constitución. 
Ed. Revista de Dere¡:ho privado, trad. AYA­
u, Madrid, sd., pp .190 y ss. 

20 OUGUIT: Traité de Droit conslitulio· 
ne/, 10 ed., t. 5, París, 1925, p. 440. 

21 LóPEZ Rooó: El derecho de peticidn, 
op cit., p. 10. 
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con ellas la potestad legislativa» 2!. Y, más adelante, sigue: " ... Se trata de 
una más entre los cientos de peticiones de los procuradores. El hecho de 
pedir sólo puede basarse en la carencia : piden lo _q~. tienen ~-fasul.t~d 
para limitar la soberanía r~ia. Y no hay que extrañarse por ello: las 
Coñes'del "Emperaclo-.=·-a'6undaron en solicitudes, como la de prese.ntar 
peticiones antes de votar el servicio, que rop,pían la líne1 consuetudinaria 
de las funciones de las Cortes y, de ser atendidas, habrbn causado un 
trastueque total en la estructura jurídico público de Castilla" 23

• 

(b) De lo que hemos dicho se desprende fácilmente que, e.n la etapa 
medieval, ta base_ o fJ.Jn.damwo_.del derecbo ..de.- petición radica 110 .. e.Lig­
dividuo, sino e.n grupQS prnJiücados ~ .es..dec.ir. . .en. .. los..J!sta.we11tos. Los de­
rechos mdividuales tienen un nacimiento concreto: con la Revolución 
francesa. Cuando el Estado absoluto se consolida, el derecho de petición 
pierde todavía más vigencia. Incluso, en el ejemplo-límite, encarnado en 
el Derecho constitucional inglés, base del constitucionalismo europeo, la 
"Petition of Rights", de 1628, este carácter estamental es pate.nte: petición 
hecha por los estamentos cualificados, clero y nobleza, declarando abusos 
y pidiendo reparación. Las antiguas Cortes Españolas, con sus quadernos 
de peticiones, caen dentro también de este carácter estamental. Al mismo 
tiempo, por la propia naturaleza de la legalidad, las peticiones no vinculan 
al poder: el carácter graciable implica, por sí, discrecionalidad e incluso 
responsabilidad hacia los mismos peticionarios 2-. 

2.-La juridización del derecho de petición en el constitucionalismo liberal. 

La Revolución francesa, en cuanto expresión radical y efectiva de la 
ruptura con el "antiguo régimen", inicia, formaliza y extiende inmediata­
mente, una nueva legalidad que, más o menos revisada, tiene vigencia hasta 
hoy en gran parte del Derecho público europeo. La nueva legalidad que 
institucionaliza es el denominado Estado de Derecho. Estado de Dere.cho 
que será la respuesta-oposición jurídica -y, previamente, filosófico-polí­
tica- al viejo Estado absoluto. En efecto, ante todo, instaura e,! "erincioio 
de legalidad" frente al "principio de oportunidad o discrecionatidad po­
Iltica'":·co"tno ha afirmado ÜARCIA DE ENTERRIA: " ... el principio de le­
galidad constituye, desde luego, un instrumento directamente lanzado con­
tra la estructura política del Estado absoluto: frente al poder personal y 
arbitrario, el ideal del gobierno por y en virtud de las le.yes 25. 

. Este P.r}~<:iJ?.i?_ d~: _l~g~l.i~~<;l va .. a. descansar. ideológicas jµrí<ijca,meqte, 
~n· óós- supuestos-clave d~Ll;,s!ªg,9 __ cq_n_stituci9,rial-Iiberal: frente al sistema 
re-cotice'nfraéíoft cle~póderes, propio del absolutismo·, la proclamación del 
principio de división, separaci?II_ o_ di.stinción de pode::res -principio que 
proviene de rn-rnret¡:ii'étación idealizada del constitucionalismo inglés, he­
cha por Montesquieu. Y~_.QOJ_otra_Qarte, frente a la indefensión jurídica 

22 PÉREZ PRENDES: Cortes de Castilla Y 
Cortes de Cádiz. art. cit., p. 413. 

23 ibid. p. 404. 
2, ibid. p, 407' 
25 GARCfA DE BNll!IUllA: La Revolución 

francesa y la emergencia histórica de la Ad­
ministración contemporánea, en "Homenaje 
a D. NICOLÁS PÉREZ SERRANO, Ed. Reus, 
Madrid, 1959, pp. 203 y ss. 



Boletín del Seminario de Derecho Político 97 

del individuo, la proclamación y la regulación
1
jurídica de los derechos na­

tv.rale._s. Así, pues, ·separacioii-depó-déies yoec aracioriesdeoerechos°;coñs­
tituirán el armazón orgánico y dogmático del Estado (liberal) de Derecho. 
Inequívoca y explícitamente, ctl...._artículo 16 de la Declaración francesa de 
1789, dice: "Toute societé darisTaqueTiela garantie des droits n'est pas 
assurée ni la séparation des pouvoirs determiné, n'a point de Constitution" 

Tanto la Declaración francesa, como la de Virginia, coinciden en dar 
preeminencia a tres "derechos naturales": libertad, seguridad, propiedad. 
La legalidad que así nace, se construye sobre un montaje coherente : crea 
y sistematiza una "legalidad coherente", en los planos jurídico, político y 
socio-económico 26

• En definitiva, el iusnaturalismo revolucionario eleva a 
dogma filosófico y jurídico las libertades individuales frente al poder (ab­
soluto) del Estado: la indefensión del individuo desaparece para dar en­
trada a la teoría de los derechos públicos subjetivos, como se denominará 
doctrinalmente a los derechos naturales que formaliza la Revolución 
francesa. 

¿Qué significado tie~~! en el cont~xto de los derechos naturale_s que 
~hora-iíácen; el ae"reébp el_~_ P~!i<:ifü1? §!!_ la Declaración francesa, por lo 
pronto, el derecho de _J)~!_jf!.Q.!l. QQ._lll)a.T.!<Ce • .{~CJctO. l'Uoiera -ser-que esfa· 
om1s1on ~oíífo -ocurrirá en el Derecho español- fuera. debido -ª-9_!!e las 
"peticiones" _s~,o~sjd_erab~!.....E!~i~ament~_expresiól!__<l~ •. !:1.!L.~re~-h~ "e..s­
tamental" y no un derecho "individual". Pero, por otra parte, tanto eñ1os 
pñmeros momentos del nacimiento del constitudonalisrrío e-spañol, como 
en el francés, las peti~i~!le.~ tiel),e_n. _l!!}aj11m_l:<!l~!!}_te~l!gjz-ª<;i§9j~!"id.i.ca 27

• 

Como afirma HAUIÜ:ou; "ef derecho de petición jugó un gran papel polí­
tico bajo la Revolución, cuando los mismos peticionarios exponían su fac­
tum a las Asambleas 28._gl derecho d~_~tición.es un resultado de la liber-

_tad de op!!!i<iI1, Y, máJ aún!,..E_O_I}!~ __ 1!,§!!E!}~uGUIT :<'Ce droit de pétiTion 
est de plus une conséquence de la liberté inilividuelle en général et de sa 
garantie, la sureté: chacun a le droit de ne pas etre. victime d'un acte ar­
bitraire de la part des age.nts de l'autorité et de formuler une plainte ou 
une réclamation contre un pareil acte",- Esta doble naturaleza: -liber­
tad y seguridad _jur!dicas- se_yasmará __ postenc,rmeñteeñ ·un resultado 
Tótmlt11za<io : ef s1sfema oerecursos. 

--- El detediU de ¡1e'tklóff,"tt'TfflfHt el derecho francés como en el español, 
y, ei'I general, en el nacimiento orde.namiento jurídico europeo, va a confi­
gurarse con unas característic,a_~ co!}1_unes. Podemos, en un inteñt'oclesis­
teinadfiéíoo,-fé'Oliclr estas' ñoias a lá-.s siguientes : · (aj: Car~.c~~ . con~t.it)!cio­
nal.~J>) Carácte.r preferentemente parlamim_ta.rio.((q1 Ejercicio individual o 

C<>lectivo. (@l)Limitaciori.es a su ejercicio. __// . -· ------,--
- ...... _...,a,-......... _ 

26 Las conexiones ideológica y jurídica 
-preferentemente ideológica- que permite 
globalmente ver el nacimiento de la legali­
dad burguesa y su coherencia, puede verse 
en HOBSBAWM: The Age o/ Revolution, 
Weindenfild and Nicolson, London, 1962, 
en especial, pp. 27 y ss. y 53 y ss. 

27 El derecho de petición en la Constitu­
ción francesa de 1791, es considerado como 
"derecho natural y civil", con la misma na­
turaleza que las libertades de expresión, re-

8, • 7. 

unión, religión, etc. - Sobre el nacimiento 
y concepción de este derecho, en la etapa 
revolucionaria francesa, cf. Pll!RRE: Trailé ... , 
op. cit., pp. 658 y SS.; y 8URDEAU: Les li­
bertés publiques, Librarie Générale de Droit 
et Jurisprudence, París, 1961, pp. 62 y ss. 

28 HAURIOU: Principios.... op. cit., pp. 
132 y SS. 

29 DUGUIT: Traité .. ·• op. cit., pp, 440 
y SS. 
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(a) Carácter constitucional del derecho de petici6n.-A!:1.n.qye, como 
hemos indicado, en la Declaración francesa de 1789, no se hace mención 
alguna al de,rechode-·pé-iféióñ: como derecho fundamenta1,"lci"c1erto- es 
que en la Co~~ti_~u~jn ~~- !}91, ar~rece ex_.Qlícita!Ilente recon?c1a~o 
"oerecTfó natüral y civil~~ en e1 título T, que se refiere a las "d1spos1c1ones 
fandainemalesgáfantTzadas por la Constitución". Dice así: " ... La Cons­
titution garantit pareiciblement, comme Droits naturels et civils: .. .la liber· 
té d'adresser a ux autorités des pétitions signées individuellement". Este 
carácter jurídico-constitucional --en cuanto derecho fundamental, natural 
y político- va a ser recogido por todo el Derecho público europeo : su 
"constitucionalización" será inmediata y casi general 30

• 

En el Derecho español, explícita o implícitamente, el derecho de. pe· 
tición se regula y sigue las pautas del constitucionalismo europeo. La tesis 
simplemente e.nunciada, de LÓPEZ Rooó, de que el derecho de petición 
" ... sólo conoce el declive en el Estado que, por paradoja, se llamó a sí 
mismo liberal" 31

, es absolutamente inexacta. La decadencia del derecho 
de _Eetición --en cuanto a su ejercicio, pero ño eri éifañfo-iCfü-tegutáti­
zación constitucional- no es debido al poco carácter "libe.ral", del cons­
titucionalismo liberal, sino a Uriá razin iurídicamente., má~ o_perativ~: __ a 
que ,:.Il_. ~ .!~~~.!J.~~~ye.!1. _q_~~~,s~-~!!Qfil!~~- _(~~ionan .X~.<:>.tr~ .. A~.r.~~~'?S 
.f°.~~~!.10,obr~-- !?~~01_ SUJ.p..e-~_}_I~~~!º~~ ~-~~~~n~~ d.~- ~??:~_!li:~ó~l.- ~x-
pres10n, por los que canalizan, 1und1ca y pol1ticamenfe, e1 e1erc1c10 !le 
~~te~éfedío. Al ·m¡síño. tiemp~.~-sii.~'.i?iidJ11ñe.ri~.!).s;JfütJ1g~.@e_ fa. vieja 
relación. S~bclito-~?ber~~9.J?i~!.cll!. _S~l,!.tido. -- -------·-

lJn· breve analisis histórico demuestra claramente estas afirmaciones. 
Al principio, mientras se va configurando la nueva legalidad, el derecho 
de petición no tiene estatuto constitucional, pero, en la medida en que la 
legalidad liberal se consolida, su constitucionalización será ya constante. 

En el Estatuto de Bayona no hay, en efecto, referencia alguna explí­
citaáloereélió"oepeticioiCNó-teñfondo parte "dogmática", no hay refe· 
rencia a los derechos naturales o políticos. Sin embargo, ya incidental­
mente., en el título . .YHi que se refiere al Senaao: en ·erár(í~l se lee : 
"Todas fas personas presas y no puestas en libertad o en juicio dentro 
del mes de su prisión, podrán recurrir directamente por sí, sus parientes 
o repre.sentantes y por medio de petición, a la Junta senatorial de libertad 
individual". El carácter no es,--pt:reS: de un derecho natural-político, en 
general, sino concretado a la garantía de un derecho-libertad individual. 

30 Evolución que se plasma, en la actua­
lidad, en la mayoría del Derecho público 
europeo : no sólo del constitucionalismo 
democrático-liberal, sino también del socia­
lista. Así, por ejemplo. Constitución de la 
República Popular de Albania de 1946, ar­
tículos 29 y 30 ; Ley Fundamental de Bonn, 
artículo 17; Constitución belga (1831, con 
modificaciones), artículo 21; Constitución 
de la República Popular de Bulgaria, de 
1947, artículo 89; Constitución de Dina­
marca, de 1915, con modificaciones, artícu­
lo 62; Constitución griega, artículo 9; 
Constitución de Polonia, de 1947, párrafo 
10 del Preámbulo; Constitución de la Re-

pública Popular de Rumanía, de 1948, ar­
tículo 34; Constitución de Suiza, artículo 
57 ; Constitución de Checoslovaquia (1948), 
artículo 23. etc. De igual forma, en el cons. 
titucionalismo corporativo -caso portu­
gués- el derecho de petición tiene recono­
cimiento constitucional en el artículo 8, pá­
rrafo 18. Los textos pueden verse en: MIR· 
KlNEGUETZl!VICH: Les Conslilutions europé­
ennes, PUF, París, 1951, 2 tomos. 

31 LóPEZ Rooó: El derecho de petición, 
art. cit. p. 1 O. - En este caso, es evidente 
que existe un traslado de planos jurídicos 
con fines estrictamente políticos: utilizar la 
tradición como argumento antiliberal. 
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Por otra parte, su naturaleza contenciosa es bastante clara: posibilidad 
de dirigirse y recurrir, vía petición, para que se garantice la seguridad 
individual, y hacerlo ante un órgano concreto : la Junta senatorial de 
libertad individual. :gp la Constitución de 1812. ~mpoco hay un recono­
cimiento constitucional explícito del derecho de peiic10:if;-como·--0erecho 
ñatural o politiéO":-··-s¡ri--einbargo, en el artículo 373, y en el mismo Dis­
curso Preliminar, q~uve··ae-Exposición- de Motivos de la Comisión,__!4:. 
habla de "representación" y no de "petición" : por el contexto, se puede 
deducirque expresa1o'ñiisí:ño1:!':'T:f representación. en efecto. t!~.A~ .. ,µn 
sentido análogo al de petición: él concepto proviene de la vigencia jurí-
01ca oe coñceptós del "antiguo régimen -las antiguas represe.ntaciones 
que se hacían al Rey. La expresión .por otra parte, de " ... para reclamar 
la observancia de la Constitución", hay que entenderla en un sentido más 
amplio: la expresión de toda una legalidad y, consecuentemente, de wia 
nueva organización jurídico-política de la sociedad. El derecho. a exi~r 
~e la Constitución s~_ ~-~m.eJ!! se en_!~i:i_<!í.!3:, P<?r _ l~s- -~oc:ea~ist~~~- .~';.J.ª 
con un criterio "graciable". sino "de ejercicio iurídico". El caracter 
jurídico:aa.iñThisfralfvO-es; (te nuevo;. mas acusado que el estrictamente 
discrecional que caracterizaba a las etapas anteriores. Hay más: frente 
al criterio anterior. de gue la_s _ E~ti~i_Q~.!i- _ ~_,.!t;f,UJ.SQS · (répréseiifacíoifos 
iñfori:riaJesf Se- dfr1iían· aJ "f{ey (eñ .. cuanto soberano),...,i!hO~ __ conj~ta­
~nte, se pod~-~~rigi~_ll:l_ R~y _y ~- las __ <;¿o_r!~~: Incluso, antes de promul­
gar Ta.C;oñslituc1ón, hay decretos en donde se regulan las peticiones que 
se reciben en las Cortes 33

• En el Estauto Real se restringe el derecho de 
petición a los Procuradores:· apoyáiidosé-;-cóhérentementé .éñ ia legaffilad 
semi-tradicionalista que· pretende instaurarª'. 

~rtir. ya de 1836 en todo el derecho c9p.1ti!US:Í_<?.~.~Les2.añol,_ el de­
recho de péiiaon'se plasiiia" eñ la- (ey'°'foñciamental: se ''coñstitiidolla­
Iíza" permanentementCT con las características del Derechó pii6tico 
europeo. "En efecto, en el artículo 4 del proyecto de Constitución de 1836, 
se dice: "Todos los españoles tienen asimismo libertad de hacer y di­
rigir peticiones al Rey y a las Cortes sobre negocios públicos y privados, 
pero no formando cuerpo colectivo ni en nombre y representación de 
otra persona que la firmante". Las Constituciones posteriores -1837, 
1845 y 1856- tienen la misma redacción, redacclón qüe será· ya coñS: 
tánte, "con muy pocas variaciones, en todo el proceso constitucional li-

• 
32 "Las Cortes, como encargadas de la 

mspección y vigilancia de la Constitución 
d~berán examinar en sus primeras sesione~ 
s1 se haUa o no en observancia en todas sus 
partes. A este fin, nada puede conspirar me· 
~entar a las Cortes o al Rey sobre la inob· 
Jor que el que todo español pueda repre· 
servanci~ o infracción de la ley fundamen­
tal. El hbre uso de este derecho es el pri· 
m~ro de todos en un Estado libre ... ". Cf. 
Discurso Preliminar, XCVII, texto en SÁINZ 
DE VARANDA: Colección de Leyes Funda­
mentales, Acribia, Zaraogza, 1957. 

33 Así, por ejemplo, el Decreto de 9 de 
marzo de 1811, sobre los memoriales o soli· 
citudes que debe darse cuenta en las Cortes. 
Cf. FERNÁNDEZ MARTÍN: Derecho parlamen­
tario español, Madrid, 1885, t. U, p. 654. 

31 "Queda, sin embargo, expedito el de­
recho que siempre han ejercido las Cortes 
de elevar peticiones al Rey, haciéndolo del 
modo y forma que se prefijará en el Regla­
mento". Cf. artículo 32 del Estatuto Real. 

3, Artículo 3 de la Constitución de 1837 ; 
artículo 3 de la Constitución de 1845; ar­
tículo 4 de la Constitución de .1856. 
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beral español 36
• pn las Asambleas Constituyentes, que recogen los Diarios 

de Sesiones, cuando se d,sCutían Tos'proyectos constitucionales, clJW:~c:bo 
de petición no ofrecía resistencia a\guna, desde ningún punto de vista 
id!biógico:··soro;-comov~reñm§':SUmiOo_k.MW.all~iimitactoóes 
-e1erc1c10 md1V1dual o colectivo, interés público o privado, ejercicio por 

, las fuerzas armadas, etc.-_§urgía ajg,un:t discr~_¡i~n,cia. En este sentido, 
nuestra tesis parece que es correcta : en la medida en que el proceso de 
coherencia jurídica, con el sistema de recursos y órganos de información 
se desarrolla, hace que el problema del ejercicio del derecho de petición 
-no su regulación constitucional, que es constante- pierda vigencia 
social y efectividad jurídicas. 

(b). La vinculación del derecho de petición a las Cámaras legislati-
vas.-E.!!,_ los perío~()~ p~e.~j!,erales~ ___ e]_ ~-e~e.c}!.C!.--2~ ~-!l\:.!9!1..~~~--Y!!l.cula, 
como hemos v1sto,-~am.ente iif poder ejecutivo, en _cua:;to J¡ue en este 
-Re.y- se en~A~l.l!rn.EJQQ.la.ª-Qía : poder soberano y po er 1screcióñal 
coinciden. ::::E.Ii.qnfilit.11ciooalislllil...J.ibe.raLY.Lll..Jll..OW..ÚWU~fillL sit~n. 
trasladando la_ soberanía del.Íti a la nación. o pueblo: surge, así, el Par­
taíñeñtocomo ;exgre'síóñ"ae a sol'ierañia''iiacíoñal'"'....._resultado de la vo­
lüñt1ílt-mrciona. oiño afirrriaFfscHeAéH:'1Ioy, las peticiones o recla­
maciones pueden dirigirse, no sólo al Parlamento, sino a todos las auto­
ridades en general. Pero Lo u_~ylll-~.Q.ue enJg_~_E.~t'!Q.Q&PNl~J1),S,!}J.:[Iios ~s 
recibl!~to, en Tos países de régimen absoluto, el Soberano, y 
en Ias'M'onarquías constitucionales, el Rey y el Parlamento conjuntamen­
te"''. En igual sentido, BLUNTSCHLI 38

• 

En la 3)~~ ~e~<?l~~-i?~ªti~ _f!~n5:e_~a~ )~.Y. . .'~':'f!..º~ --~~~<:..~.~!9~.}J.!l,S!._egu~n, 
S,!lfic!~ntemen_t_e, -~r proé_e91111i~1?J9 .. 9.~ .. 12resent~c1on de P!t~~~-7~ a las á­
maras-~Tncluso, se desarrolla una inooalíaaa.:::.1füf"o~rec1da ~r sus 
c.~°:S~C~-~-n~~r-~l~~r~-~T .3l~!i~li~~~~=é~~~E.-~ti&:~3ir~T~~nte y 
e.2iW,l~·Pª· ~e. p:1 ~~)e,~~molog1a rranc"e~~ •. ~ ... de.oo.tru_mt;·~~!IOnL!l 
la arre . En vanos decretos se señala esta pos1b1hdad de e1erc1c10 40Tero, 
á-paftir del 18 de Brmnario, el derecho de presentar peticiones "a la 
6á"rre" Oesaparece y es -sistemáticamente prohibida n. Esta primera limi­
tación se generalizará a todo el constitucionalismo europeo: Je exige cltce 
)~peticiones sean escritas)'....!.~~11.i~.2~.-~..n}.cj~~~s-saso~. algunos. requislos 
forri1a1es "ff'. En ofrasConstituciones, imp11c1tamente; ·ar ·exigir -·aertarm.--

36 "Tampoco podrá ser privado ningún 
español.. Del derecho de dirigir peticiones, 
individual y colectivamente, a las Cortes, al 
Rey y a las autoridades" (artículo 17, Cons­
titución de 1869). En el proyecto de Cons­
titución federal republicana, se acepta la 
misma redacción, sustituyendo la palabra 
"Rey" por "República". - La única en­
mienda que se presentó, en este sentido, 
fué la de sustituir la expresión "ningún es. 
pañol" por "ningún ciudadano", cf. Diario 
de Sesiones, Cortes Constituyentes de la Re­
pública Española apéndice quinto, al nú­
mero 68, t. IH,' Madrid, 1874. - En las 
Constituciones de 1876 y 1931 no hay tam­
poco modificaciones ni discusiones sobre 
este tema. 

37 FrscHBACH: Derecho político general, 
Ed. Labor, Barcelona, p. 113; cf. nota 14. 

38 BLUNTSCHLI: Le Droit pub/ic général, 
trad. del alemán por Rtl!DMATIEN, París, 
1881, pp. 404 y SS. 

39 Decretos de 14 de diciembre de 1791, 
de 27 de mayo de 1790 y de 22 de mayo 
de 1791. Cf. Pil!RRE: Traité . . , op. cit., pp, 
558-659; también BURDEAU: Les Jibertés 
publiques, op. cit., pp. 62-64. 

40 Así, en el Decreto de 11 de noviembre 
de 1792, en su artículo 7. Cf. PIERRE: Trai­
té ... , op. cit., p. 659. 

11 !bid. pp. 659-660. 
12 
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tos, excluyen la posibilidad de eje.rcitar este derecho verbal y personal­
mente 43. El constitucionalismo liberal, por consiguiente, canaliza jurídica­
Ill.@.t.~ . !ª8J?Jt~211es~.ª-J!..O_ ~ñó-c0Bs.fe!('r:-·-e1P"ar!II!Wnffl'_ sin prohibir 
a las '1autoridades"- y, dentro dcll>arTamento, a una Comisión concreta: 
la Comisión de Peticiones 41

• 

-En el Der~~fí_(! ~SJ:?~Í!.C!~·-!ª }im,~ta~i?_I!_ de._ I.1_?,...p<?_~~~- P,~~l~~tar _peticiones 
"a la harre.,.,,:· se acepto mme:a1afamente. El caracter mas mocteriíaooela 
Revóludóri 1ibetar- espa'ño1á;- ·eñ ra:s t:ortes de Cádiz, unido a un criterio 
predominantemente legalista-tradicional, no planteó e"I problema. Incluso, 
en la sesión de, 28 de marzo de 1837, discutiéndose el proyecto de Cons­
titución, un diputado razona : " ... Dice el señor Martínez de Ve lasco que 
no se puede limitar la facultad de pedir, porque todo español tiene derecho 
de dirigir peticiones ... Esta es una limitación [peticiones por escrito] que 
no puede menos de existir, porque no habíamos de permitir que vinieran 
a la barra todos los españoles que quieran hacer peticiones. En otras partes 
se ha hecho y sabido es los males que ha producido" 15

• En el derecho 
parlamentario español, a través de sus Reglamentos, se ha regulado con­
tinuamente el derecho de petición, como sucede igual con los Reglamen­
tos parlamentarios extranjeros 46

• 

(e) Ejercicio individual y colectivo del derecho de petición.-En 
prjndpi_?, ._:I _ -~~re.ch'-?_._2:;...~tJ5=i~~ _gue_~~¿~r eje!~it~o colecti!amenteeñ 
et Derecho revóTuc1onano frances. Sin emOargo, ñay una hmlfaM5n ntr­

"iñcrlcii ··=r,nmero, de diez er número- de ciudaifanos tjUe "ptieden~·pre-
senfar peticiories,· ·y:--posteiíormente, se eleva el número a veinte 41 • )~E. 
la Constitución d.;..!.791,?-~ .donde -~!.J2.~imeEa, vez a..P~.rec,e}eiüla~o. )9 
restnnge a un caracter md1v1dual, e, 1guáfmente, este ptmc1p10 restnct1vo 
~1eitenr--i:m"-et :rrt~'Oici'"'JO<f'ºaelci' Constitución del año 111 18• 

¿Qué fundamentación jurídico-política tiene esta limitación numérica? 
Puede ser mterpretada [)Or do~as : una, por la cualificación del 
der~cho de petición como "derecho naturáf:Tfiüividi1ar~; . y/ ifos: por la 
vigenc:Tli:- oüra:ñte-cíert6-·Tieiñj5o,.dé. qú'e ~eT cnt'eño ·· de ..Q)lectividad va 
vinculado al criterio de asociación, criterio que es atacado en-faTe.galioád 
revofüclonárialiOeráT'Trancesá.'""El proceso histórico posterior, en efecto, -
confirma este punto de vista: en la medi~q_ue. el Derecho gúblico se' 
democratiza -es decir, se flexibiliza el liberalismo revo1u~íoñaño, reaccion 
anti-absolutista~_El derecho d~...,ill:!!QÓU"se-.Mtieode .a._.&.JJ.W9.~~.!!..~­
~~?-ª11~~ Y a 12ersonils Jurídicas. Cuando la estabilidad del Estado liberal 
es dara, surge otra reacción, que ya no será contra los vestigios últimos 

13 Explícitamente, en las Constituciones 
belga y griega, artículos 43 y 58, respecti­
v.ai:nente, .. se prohibe la presentación de pe­
t1c1ones en la barra". Textos en MIRK:INE· 
GUETZEVICH, op. cit. 

44 Así, por ejemplo, BISCARETTI DI RUFFIA 
e~tudia la institución del derecho de peti­
ción "dentro del funcionamiento interno de 
las C~maras". Cf. Diritto costituziona/e, 
Napoh, Jovene, 1958, pp. 304-310. 

45 ;Sesión de 28 de marzo de 1837, en 
Diario de Sesiones de las Cort~s Constitu­
yentes, t. IV, Madrid, 1872, p. 2.340. 

,6 A partir del Reglamento de 1813 ~ap. 
VII, artículo 80-- se regula sistemáticamen­
te el ejercicio del dercho de petición, y 
este principio es constante en todo el pro­
ceso parlamentario hasta el Reglamento vi­
gente. Cf. FERNÁNDEZ MARTÍN: Derecho 
parlamentario español, op. cit.; y PONS Y 
UMBERT: Organización y funcionamiento de 
las Cortes, Madrid, 1906. 

47 PIERRE: Traité ... , op. cit., p. 658. 
48 Ibid. pp. 658-659. 



102 Boletín del Seminario de Derecho Polltico 

del absolutismo, sino contra los propios peligros de la le.galidad liberal. 
Una legalidad, con acentuación ~QctiWca, p_e_1J11itirá el ejercicio co-
lecf!vó aeTaerecho de ~~tic~~~:}!2.~~~!~~~- 9.~;,-~!!~_,~ga1i_~~cr-:i~1a~_dó:fri­
mma: --re.nder.t r tttnltar esfe e1erc1c10 exclusivamente al maiv1duo ""': En 
BuJNTsCHLI estr muy clara esta expresión doctrinaria: su concepción 
burkiana, de crítica a la igmld1d, le lleva a esta concepción restringida y 
"elitista" del ejercicio del derecho de petición 50

• En la actualidad, salvo 
excepciones, por la creciente democratización del Estado liberal, el de­
recho de petición se configura, constitucion1lmente. como un derecho en 
que no existe limitación numérica no sólo individml, sino colectiva­
mente, puede ser ejercido 51

• 

En el Derecho español, con respecto a este problema, hay dos eta­
pas constitucionales: en la primera, que va !i.~-~ta ..18(;;9. _no se .e.s.pe.cif.i..~a. 
constitucionalmente, si las p~ticiones __ puyden .ser he.chas .. jn9i~tintamente, 
e~bré- inéliviéii.ial_ o· col~fu'.o; aun cuando una interpretación . exten­
siva --como se hizo, y así se aceptaba implícitamente, en una sesión de 
Cortes- parece deducirse, en efecto, que no había posibilidad jurídica 
de presentarlas colectivamente. En la Constitución de 1869, en su ar­
tículo 17, se emple.3 ya una fóñnülaque"séra'-coñsfáñltf 'eneT'Uerecho 
~spañ01: "Tampoco podrá se.r prÍvado ningún -español· .. -oel derecho de 
dingir, 1ñaividual y colectivamente, a las Cortes, al Rey y a las autori­
dades". Esta redacción se aceptará, posteriormente, en el proyecto de 
Constitución de la República Federal 52

, de la Constitución de 1876 53
, 

del Anteproyecto de Constitución de la Monarquía Española, de 1929 51 

y, naturalmente, de la Constitución Republicana de 1931 55
• Ya veremos, 

más adelante, cómo en el sistema constitucional vigente, este princioio 
no se acepta. 

(d) Otras limitaciones.-En términos generales, la tradición jurídica 
liberal europea, desde su fuente francesa, ha intentado e.vit1r limitaciones 
al ejercicio del de.recho de petición. Así, por ejemplo, las referen~a 
edad, los extranjeros, incluso aquellos ciudadanos ~, ___ por diversas 
'razones, no ¡mzan de los dere.chos dviles o polítkos, en un momento 

'"oaao -u: ·rguaÍm;ñte: j,"c;~ ··10 -q~ue--se '"refiere "aT''éonléniob de las peticiones, 
la doctrina iuspublicista española y europea, han reconocido que puede 
tratarse de _Jntereses .JlÚJ:>lkqs_ o. pti.yadQs. De aquí, incluso, en este sen­
tido, la consideración del derecho de petición como un "derecho mix­
to" 57

• Esta posibilidad de dirigir peticiones de carácter público -reco­
nocida implícita y, muchas veces, explícitamente, en el constitucionalismo 

49 En el artículo 32 de la Constitución 
prusiana de 1850, restringía este carácter 
colectivo, como no fuera ejercido por cor­
poraciones y autoridades. Cf. BUHLER: La 
Constitución alemana de 11 de ago.rto de 
1919. Ed. Labor, Madrid, 1931, pp. 124-
125. 

so "Ce droit ne peut étre exercé que par 
une personne maieure, ou du moins capa. 
ble d'avoir personnellement une opinion sé­
rieuse. Une réunion populaire ne peut etre 
considérée comme une personne". Cf. 

BLUNTSCHLI : Le Droit Public géneral, op. 
cit.. p. 404. 

51 Cf. nota 30. 
52 Artículo 19. 
51 Artículo 13. 
51 Artículo 29. 
55 Artículo 35. 
56 PIERRE: Traité .... op. cit., pp. 661 y SS. 
57 Cf. SANTAMAR{A DE PAREDES: Curso de 

Derecho polWco según la filosofía política 
moderna, la historia general de Esp'lña y la 
k.~islación vigente, Valencia, 1880-1881, pp. 
154-155. 
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europeo- es lo que ha llevado, a algunos autores, a confundir el "derecho 
de petición" con el "derecho de iniciativa legislativa". 

En resumen, el derecho de petición en la legalidad liberal responde 
al criterio de oposición. Que no posea una vigencia social muy desarro­
llada, se debe., como hemos indicado, al progresivo desarrollo de otras 
libertades cívicas y políticas (institucionalización de la coherencia y siste­
matización jurídicas): la . formalización del Estado de. Derecho hará 
escasamente necesario el éjéri.:kio 'd-e éste' derecho.- -- ··" - ·-··· "-- · · -~~ 

'• -~·--···---- .... ·-----·-· --...----·-~-.- -,-..·.-~---- --·--·--,·-,--~ -.· ...... 

4.-La juridización corporativa del derecho de petición: la regulación en 
el sistema constitucional español vigente. 

En el Fuero de los Españoles, Ley Fundamental, elevada a este rango 
jurídico por el artículo 10 de la Ley de 26 de julio de 1947, Ley de Su­
cesión en la Jefatura del Estado, se continúa en la tradición jurídica liberal 
española y europea de constitucionalizar el derecho de petición. En efecto, 
el artículo 21 del Fuero señala expresamente: "Los españoles podrán 
dirigir individualmente peticiones al Jefe del Estado, a las Cortes y a las 
autoridades.-Las Corporaciones, funcionarios públicos y miembros de 
las fuezas armadas sólo podrán ejercitar este derecho de acuerdo con las 
disposiciones con que se rijan". 

E! derechg_i,-'~tl.-.S~_c®§t!t.!-lY~ .. ~-~!!AY..:.;i ~e"'n"'t ,._.,,=.:.::,;~~;.; 
jurídico-constitucional español, como una "libertad", como un "derec o 
P.Olítico básico". Su naturaleza jurídica es, pues, mequívoca: es Ün derecho' 
pollfféo fundamental constitucionalizado, que puede ser ejercitado por 
los españoles frente a la Administración y autoridades. Este carácter 
"político" -y "político fundamental"- es la nota específica que sirve de 
diferenciación con respecto a otros derechos: derecho de recurrir o 
derecho a la iniciativa legislativa (referéndum). En este sentido, GONZÁLEZ 
PÉREZ afirma: "Es un derecho de carácter constitucional. No es-proc"esal 
ñfacim1ñfrtratívo.'í~:sél derecho de dmg1rse a los órganos pú6!1cos Y, en 
consecuencia, excitar la actividad jurisdiccional o administrativa del Es­
tado" 68

• De igual forma, GARRIDO FALLA: "El derecho de ~ti~i?ll,J!Q._.es 
~ gé~~o '!.el. cual el d~~e~1i<>-~.1~cm:rtr_sea u_n~ m~nif~stll~j911 ~.9ncrxta, 
~o que v1ene . ..c.a.bahii.ente_a_ cubru: a,q_q~lla -. ~q9a,_j.le_JÉlLt.el.aciQv.~e 
M!!lluW.ol.~--.administia.dos. eD .que. no .es posible utilizar ,_WJ._~u¡;so. 
Es, en este sentido, en que el derecho de petición viene a significai:_:i:!!!_a 
~ev; 8!1_!antía ofrecida por nuestro ordenamiento jurídico" 59

• Este último 
ra o, a nuestro juicio, no e.s prácticamente exacto : el mismo GARRIDO 

FALLA, lo afirma, en nota, así: "Una garantía, por lo demás, cuya eficacia 
práctica es bien limitada, pues si la pretensión del particular se apoya en 
un derecho o en un interés legítimo lesionado, entonces tiene la vía de re­
curso, y si no se apoya en nada entonces la Administración decide sobe­
ranamente sobre la conveniencia de atender lo pedido". 60

• 

58 Cf. GoNZÁLEZ PJ!REZ: Régimen jurídi­
co del derecho de petición, en "Documenta­
ción Administrativa", Madrid, 40 (1961), 
p. 18. 

H GARRIDO FALLA: Tratado de Derecho 

administrativo, vol. 111, "La Justicia Admi­
nistrativa", Primera parte, IEP, Madrid, 
1963, p, 25, 

60 GARRIDO FALLA: Tratado ... , op. cit., 
nota 27, pp. 25-26. 
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Tanto en el citado artículo 21 del Fuero, como en las disposiciones 
administrativas, penales y parlamentarias 61

, hasta el proceso que culmina 
con la promulgación de. la Ley 92/60, Ley por la qi.Ie se regula el ejercicio 
del derecho de petición, podemos encontrar las notas y limitaciones que, 
en gran medida, pueden ayudar a clarificar la naturaleza y alcance de este 
derecho fundamental. El punto de vista constitucionalista será, sin em­
bargo, el que privará en estas consideraciones. 

(a) Derecho-oposición y derecho-participación.-Hemos visto, en los 
apartados anteriores, cómo el derecho de petición, en el antiguo régimen, 
surge como un tímido derecho-oposición al poder absoluto : intenta frenar 
la actividad discrecional política regia. El carácter de "participación" es, 
a nuestro juicio, secundario: sólo en la medida en que siempre qi.Ie se 
ejercita un derecho, se participa, de un modo u otro, en la legalidad en 
que .,.ive. Preferentemente, se trata de un derecho-oposición : primero, 
frente al poder absoluto, arbitradó y ci1screcioriar-.. ::: .. oe"'Tílü, su carácter 
"graciable" de este derecho, expresión inequívoca de. la carga paterna­
lista; segundo, frente a la Administración y, en esencial, frente a las 
Cortes- dentro ya de una "legalidad coherente" como la cristalizada en 
el Estado de Derecho. Sin embargo, doctrinalmente, la ínter-conexión 
"participación" y "oposición" se ha desarrollado bastante: de aquí, la 
confusi?n ~.xten~~~~ e.n.tr~_.:'_de~~:~.~.-~.e y_etici~~·'. 'f, ·:~ere_c~ode: 1~.1:TatTva 
leg1sTat1va". 11emos visto, m'éTuso, en la doctrma liberal e~paño~. df:th'c), 
¡mY'ejeriiplo, en SANTAMARÍA DE PAREDES, cómo este derecho se tipificaba 
como un "derecho mixto;' =·-expr'és'ioñ-de un carácter privado y, también, 
de i.In cara'cter pú6Iic0, que podía, en su caso, dar lugar a una iniciativa 
legislativa. A pesar de esta ·confusión, la doctrina mqd~rna -poco pre­
ocupada por e.ste tema- tiende a difereñéiárfos 62 ..... ~- ~· ----

¿A qué criterios responde, en este orden de ideas, la Ley 92/60? La 
exposición de motivos, en este sentido, no ha sido muy feliz. En efecto, 
LÓPEZ RoDó basa, entre otros argumentos, el derecho de petición en esta 
doble vertiente: en primer lugar, en el sentido clásico y estricto -es 
decir, reparaci~n de agravias o corrección de abusos; en segundo lugar, 
habla cieraerecho de petición como "cauce de __ dempcra<;ia .. directa" 63• 

Más aún; llega a afirmar que el derecño de petición sirve de sustitutivo 
social de la ccític;.¡¡ ¡:¡Q]ífü;a, sosteniendo que "Es (derecho dé-petici6n) 
una mane.ra prudente y leal de disipar la crítica estéril y la frívola male­
dicencia". Esta función del derecho de petición nos parece innecesaria y 
carente de sentido serio : en un Estado moderno, en el que., normalmente, 
existen medios de presión más eficaces -prensa, radio, televisión- me.­
dios de expresión que, si es un Estado democrático, deben estar sufi­
cientemente regulados, el derecho de petición queda relegado a un plano 
secundario. Sin embargo, a pesar de su escasa utilidad social, y más con 
las limitaciones que veremos, el hecho de su regularización significa, en 
la legalidad española, un paso -aunque débil- hacia una coherencia 
jurídica total. Esta conciencia la ha expresado el propio LÓPEZ Ronó, al 

61 Cf. notas 2 y 3. 
62 Cf. nota 14. 

63 LóPEZ Rooó: Exposición de Motivos 
Cl la Ley 92/60, pp. 12 y .13. 
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afirmar que "es un paso adelante en el desarollo institucional" 11
• La cues· 

tión sigue siendo ésta: que, tal vez, sea on estítnuló para la regularización 
de otros derechos fundarnentalos, recortócidós programáticamente en el 
Fuero de los Españoles, pero sin las suficientes garantías jurídicas con· 
cretas. El Estado de Derecho exige que las declaraciones constitucionales 
tengan un desarrollo jurídico pleno 61

• 

(b) Limitaci6n numérica: la cuestión del ejercicio individual o co­
lectivo. - Entrando en el fondo jurídico do este derecho político, con· 
viene, como hemos hecho en el análisis de la legalidad liberal, indicar 
las limitaciones constitucionales -y de las que se derivan o se desarrollan 
en la propia Ley 92/60- para el ejercicio del derecho de petición. Hay 
!!es,Ji~itacion~ .. !~l?~E~li:t!.es: '!11..IP.é,r_i!:~· -~r la .,~i~d~?anía y la que se 
reRere alas fuerzas armadas. Indicaremos, tamfüén -ro--régUtn'ttacWb 
p1tThunentaria:. · -

A diferencia de las legalidades inmediatamente anteriores -Constitu­
ción monárquico-libe.ral de 1876 y republicano-liberal de 1931- la vi­
gente legalidad corporativa, en este precepto constitucional, tiene una 
l~mitación muy important_e: ~pee, }n:q1:1~;~m~~!~.:.~ con. esta_,!_~~~ició~ 
hberal. En efecto, las peticiones, segun er art1cwo 21 (iel 'Fuero, y, tl'!tttF· 
ralmente, reiterada en la Ley 92/60, sólo pueden ser ejercitadas indivi­
dualmente. ¿ Cuál es el fundamento juridfoo":polítícocle.esia- Iimitacioñ? 
:flay que observar que la posibilidad colectiva del ejercicio del derecho de 
petición había arraigado en nuestro Derecho constitucional : no sólo en 
períodos claramente liberales, sino también en situaciones críticas de 
transición, por ejemplo, en el mismo Ante Proyecto de la Dictadura, de 
1929 66

• Así, pue8, una argumentación liberal para fundamentar esta ex­
clusión limitativa no es correcta: tanto en el constitucionalismo europeo, 
como en el español, el ejercicio del derecho de petición se reconoce, indi­
vidual y colectivamnte. Habrá que acudir a una fundamentación "tradi­
cionalista". En efecto, se ha señalado por varios exégetas del Fuero y, 
en general, de la legalidad vigente que su naturaleza jurídico-política no 
responde a unos criterios liberales, ni marxistas, sino "tradicionales" 67

• 

Ahora bien, esta interpretación, en el caso concreto del derecho de peti­
ción, no tiene una apoyatura jurídica seria. Es, precisamente, el iusnatu­
ralismo revolucionario liberal, que cristaliza en la Revolución francesa 
y en la Constitución de 1791, el que da rango constitucional a este. dere­
cho: frente a su naturaleza "estamental", lo "individualiza". 

Parece, pues, que hay una incoherencia jurídica evidente. La Ley 

61 lbid. p. 21. 
ss Este punto de vista es comúnmente 

aceptado, tanto en los autores liberales co­
mo en los no-liberales. En este último sen­
tido, cf. FERNÁNDl!Z MIRANDA: El Fuero 
del Trabajo en la constitución del Estado 
español, en "Revista del Trabajo", Ma­
drid, 2 (1963), 9-28. 

66 Artículo 29 del Ante-Proyecto de Cons­
titución de la Monarquía Española, presen­
tado a la Asamblea Nacional por la Sec­
ción 1, el 6 de julio de 1929. 

67 Cf. <;:ANDl!LA: ~I Fuero de los Espa-

ñoles, en "Archivo de Derecho Público", 
Granada, VI-VII (1953-1954), 33-76; del 
mismo autor: El orden de leyes fundamen­
tales en España desde la perspectiva de la 
Ley de Sucesión, en "Revista de Estudios 
Políticos", Madrid, número 69, pp. 251. 
273 ; en lo que se refiere al Fuero del Tra­
bajo, cf. el citado artículo de F'ERNÁNDEZ 
MIRANDA y la bibliografía que BAYÓN CHA· 
cóN: La interpretación dimánica del Fuero 
del Trabajo, en "Revista de Trabajo", Ma­
drid, 2 (1963) da en las páginas 34-35. 
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92/60, al insistir en este carácter exclusivamente individual, no hace más 
que continuar, forzadamente, dicha incoherencia: una norma jurídica, 
de carácter secundario u orgánico, no puede en ningún caso, rectificar un 
precepto constitucional. El problema queda, de esta forma, reenviado a 
una reforma constitucional que, algún día, pudiera hacerse 68

• 

La limitación es, por tanto, constitucional. Sin embargo, acudiendo 
a diversas interpretaciones del artículo 21 del Fuero de los Españoles, 
se ha sostenido en diversos ante-proyectos, proyectos y enmiendas, la 
posibilidad de que las personas jurídicas tienen facultad de ejercitar este 
derecho ante los poderes públicos. Así, en el artículo 3 del Ante-Proyecto 
del Instituto de Estudios Políticos, se indicó, inequívocamente, que "Son 
titulares del derecho de petición toda persona jurídica individual o colec­
tiva con capacidad jurídica de obrar". En el mismo sentido, se acepta 
esta amplitud en la Ley 92/60, en el artículo 3, párrafo 1, al afirmar: 
"Tendrán capacidad para deducir peticiones los españoles mayores de 
edad y las personas jurídicas de nacionalidad española". En igual sentido, 
se manifiesta FRAGA IRIBARNE, comentando el ejercicio del derecho de 
petición ante las Cortes y, concreto, en el artículo 80 de.I nuevo Regla­
mento de las Cortes Españolas 69

• 

(e) Limitación por la ciudadanía: el problema de peticionarios no 
españoles. - Otra limitación constitucional la constituye la que se des­
prende de la cruaádanía: los españoles, dice el artículo 21 del Fuero, 
pÜeden ejerdtaresté derecho; explícitamente, no se concede ni se prohibe 
a los extranjeros o a las personas jurídicas extranjeras. La fundament,ición 
jurídico-política parece, en nuestro Fuero, que se basa en este principio: 
que el derecho de petición no es un derecho natural del hombre -en el 
sentido que el iusnaturalismo francés le concedió- sino exclusivo a los 
miembros de un Estado concreto: un derecho político. La limitación por 
la ciudadanía fué siempre muy discutida en la doctrina europea, princi­
palmente. en la francesa, y, en algunos casos, se intentó eliminarla 70

• 

En el proceso de formación de la Ley 92/60 se discutió, ampliamente, 
este punto. Fué, probablemente, una de las enmiendas más fundadas. En 
efecto, en el artículo 3 del citado Ante-Proyecto del Instituto de Estudios 
Políticos, se reconocía, en su párrafo segundo, que "los extranjeros que se 
hallen en territorio español pueden peticionar en la misma forma que los 
nacionales". Este reconocimie.nto jurídico, implícitamente, debía responder 
a la constante interferencia entre "derecho de petición" y "dere.cho de 
iniciativa legislativa". HAURIOU ha señalado este matiz: el derecho de 
iniciativa correspondería sólo a los electores, consiguientemente a los 
nacionales; el derecho de petición, tendría un ámbito de aplicación mayor: 
a todos los hombres n. 

6B El carácter absolutamente rígido que 
caracteriza el sistema de Leyes Fundamen­
tales de la vigente legalidad corporativa, 
impide una re-estructuración jurfdica de los 
principios programáticos de los distintos 
Fueros. En el caso del Fuero del Trabajo 
esta re-estructuración es muy difícil si no 
se acude a una reforma constitucional ; en 
qu6 medida, desde un punto de vista jurí-

dico, se puede sostener que los supuestos 
que informaban el Fuero del Trabajo en su 
promulgación coinciden, por ejemplo, con 
el actual Plan de Desarrollo Económico. 

69 FRAGA IR!BARNE: El Reglamento ... , 
op. cit., p. 232. 

70 PIERRE: Trailé .. . , op. cit .. pp. 661 y SS. 
71 HAURIOU: Principios ... , op. cit., p. 133, 

nota 2. 
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Sin embargo, en el Proyecto de Ley, remitido a las Cortes por acuerdo 
del Canse.jo de Ministros, en su artículo 3, párrafo 1, se excluye taxativa­
mente el ejercicio de este derecho por los extranjeros: "Tendrán capa­
cidad para deducir peticiones las personas naturales y jurídicas que os­
te.nten la nacionalidad española con arreglo a la legislación aplicable" 7~. 

Este artículo, sin considerar la enmienda de un procurador, fué con una 
ligera modificación, el que se aprobó definitivamente 73

• 

(d) La limitación por el status profesional: la exclusión de las fuerzas 
armadas. - Una nQta típica pel_cqnstitµciom1li~l!lQ.español ha sido siem­
pre el de legalizar la exclusión de las peticiones. a'las-foerzas-ámfa.oas, 
fegátizacioil-éxpresáoa· cOristífücíoiíatiñeiñe:prlelCOítsfituc1c'il'Uítrsñfl'i"eUto­
peo e~~-!-~xcl~sión. n_~_p~~e~~ .. _en_l?~t-~os- fundamentales y, ocasiória~­
iñenfe, e~ lo!_ Re.gTáT~fil9~pa[~!!1<?P!~n..,os. En nuestro Derecho consfl­
tuc1onaí," este prmc1p1ó de excfus1ón se discute ya en las Cortes Constitu­
yen_t_es de 183.<í, .En el artículo 4, deT 'Jj'f"oyecto· de Cónstitudón,-ñay"una 
e"x.presión inequívoca de exclusión de los "cuerpos colectivos" 7'. A partir 
de la Constitución de 1869 se constitucionaliza claramente 75• 

La fundamentación de esta limitación responde, evidentemente, a 
razones sociológicas españolas: dJyJilQJ;;. al i;.i~t_c_itQ.,,, ~2.!P2..s:r.!1go _de presión 
tri~ª-z._ 1;w -~l. csigl9, ~..§§pJi._w.ita~i9E.?_1?!1 __ deft~~ª· no es rrias~qi:ie' ~tina 
de f~ri~aj !l~~d,lc~ _::--_n~ !'1.?X .~!~~,z~ .. ~ _1;!,0 _ h~~º.9.~l a_e J~~ ~-s~f~clüra cle1 
~E~. :E;:sgapa: la fue~z~-p~1fri_ca' d~J_yj1:;rc1to ___ y_ ~l.mi~_i;lsútJ~~~@-
~1!1~!2s. - -

En el sistema constitucional vigente, la limitación de las fuerzas ar­
madas está expresamente afirmada en el artículo 21 del Fuero. Ha sido 
un punto sobre el que, en el proceso de formación de la Ley 92/60, no 
se ha presentado enmienda. ni ha merecido mayor discusión: se ha 
sobreentendido como limitación lógica. El artículo 4 de la Ley 92/60, 
dice: "Las Corporaciones, funcionarios públicos y miembros de las fuer­
zas e Institutos Armados sólo podrán ejercitar este derecho de acuerdo 
con las disposiciones por que se rijan". Posteriormente, se han dictado 
estas disposicion~s complementarias, regulando la legitimación, la com­
petencia y procedimiento a los que han de atenerse las fuerzas e institutos 
armados 76

• 

(e) Las peticiones en las Cortes. - En el Derecho constitucional 
español, a pesar de las afirmaciones de LÓPEZ Rooó, que hemos señalado 
anteriormente, las peticiones tuvieron un cauce normal ante las Cámaras. 
En todos los Reglamentos parlamentarios se regulaba el e1eréic10 d'e Este 
derecho, y se establecía un órgano "ad hoc" para su recepción, estudio y 
decisión: las Comisiones de Peticiones. En la vigente legalidad, en el 

~ ... -... --·- . .;-•-· _, ._ ...... ·-· .,. -

n Enmienda número 2 : primer firmante, 
procurador FERNÁNDEZ DAZA. Cf. el opús­
culo ele la Secretaría GT de la Presidencia 
del Gobierno, op. cit., pp. 42-43. 

73 La Ponencia, después de rechazar la 
enmienda. consideró, sin embargo. oue "se 
atenúa el texto del oroyecto suorimiéndose 
el segundo período del número 1" y siendo 
as! aprobada en el debate de las Cortes. 

11 Sesión de 28 de marzo de 1837, Diario 
de Sesiones, Cortes Constituyentes, t. IV, 
Madrid, 1872. p. 2.340. 

:s Art. 13 de la Constitución de 1876 ; 
artículo 35 de la Constitución republicana 
de 1931. 

76 Decreto de 18 de enero de t 962, en 
BOE-GM, 2 de febrero de 1962. 



108 Boletín del Seminario de Derecho Político 

primer Reglamento, Reglamento provisional. no existía apartado sobre 
peticiones, ni, naturalmente, una Comisión encargada de esta función. 
Sin embargo, en el vigente Reglamento de las Cortes, se reconoce Y se 
regula : título número XII. De todas formas, no se ha establecido una 
Comisión parlamentaria permanente. 

CONCLUSIONES 

En este trabajo, hemos intentado estudiar el derecho de petición den­
tro del contexto europeo y español. En la medida de lo posible, clarificar 
un poco su ambigua naturaleza jurídica e inter-relacionarlo con distintos 
sistemas de legalidad -antiguo régimen, liberal, corporativo-. Del aná­
lisis de todo ello, podemos deducir algunas conclusiones: 

1.-Que el derecho de petición se ha considerado siempre como un 
derecho fundamental y con _tendencia a su consti~U(?ionalJzación:-~-~--en 
fos perTOdos-·hisfüdCos en donde IlO existía un Estado.ae,_nérecho (rule 
6T1aw) l~-~e, p~~!e~f~eme:-tfñ ~~h!!a~·ra"€~6_po,sícJ"Oi1ir~~r_ ~1,s~_l_~·lt?: 
frenar las aroiiraneaades y pedir gracia. Que e~Ja_s 'etá.pas, en doncle-r1ge 
~1,,,erincipi,? g¡; le~d. a partir de la Revolución francesa::· tiene también 
oste_ carácter d~ .~-p.~si<:ió_~. -~~yad_~ Xª-~ ~?- rango coher~n!~~:~t~ j~o: 
l~~~~!tad _de dmgJTse. a la Adm1mstrac1on y a las Cortes. 

2.-Que a pesar de su vigencia ininterrumpida de muchos siglos, el 
derecho de petición, en la actualidad, ~per~~o v}$.~l}~i~ .. §.2..~ªI: el des­
arrollo de los supuestos que caracterizan a1"""Estauo de Derecho -garantía 
de las libertades públicas y sistemas de recursos- han determinado que 
surjan otros medios -técnicos y jurídicos- más eficaces para la elimi­
nación de abusos o reparación de agravios. 

3.-Que su import.!.I?:~~ qued~ _ _prácticame~!e:..!!~ad~ a ti~. ~~~ác~er 
parlam"e'llil!Q. Las peticiones a "1as carnaras · y la pos16ilícfa~de medios 
parlamentarios -ruegos, preguntas, interpelaciones- canalizan, así, en 
las legalidades democráticas este viejo derecho. 

4.-Finalmente, con respecto al Derecho constitucional español actual, 
y su regularización detallada en la Ley 92/60, así como en disposiciones 
complementarias, parece que responde más a un carácter político situa­
cional que jurídico-tradicional. En todo caso, la regularización de un 
derecho, establecido programáticamente, es siempre un paso adelante 
hacia una coherencia jurídica y sistematización de la legalidad vigente. 
A nuestro juicio, la importancia de la Ley 92/60 viene determinada no 
tanto en sí misma como por el estímulo jurídico que lleve, en la medida 
de lo posible, a regularizar otros derechos y libertades, reconocidos pro­
gramáticamente en el Fuero, y que producirían mayor eficacia social. 


